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Consejo de la Magistratura Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires,     de septiembre de 2003
RES Nº              /2003

VISTO:

Lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución de esta Ciudad Autónoma, la ley 31; la Resolución CM 301/2002;  la Resolución CM 317/2003 que instituye el Reglamento del Régimen Disciplinario del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y lo que resulta del expediente CM N° 161/2000, y

CONSIDERANDO:

Que a recomendación de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria que obra a fojas 1/2  del expediente 161/2000 caratulado “Alquiler Hipólito Yrigoyen 951”, la anterior integración de este Consejo aprobó la locación del inmueble de marras por medio de la Resolución CM 197/2000 en la suma de dólares estadounidenses cuatro mil seiscientos (u$s 4.600) como canon locativo mensual y el reconocimiento de  una comisión del 5% más IVA a la firma Z.A.P. inmuebles, según se desprende de fs. 36/37 del mencionado expediente, siendo que en la primera oferta de la inmobiliaria no se hace referencia al pago del IVA como asimismo la falta de acreditación de la calidad de responsable del comisionista frente al Impuesto al Valor Agregado (IVA).

Que la recomendación de llevar a cabo la locación en análisis en la nota que principia el expediente CM N°: 161/2000 hace referencia a las supuestas aptitudes del inmueble para depósito (fs. 1, punto II) las cuales, no aparecen justificadas ni avaladas por informe especializado alguno, otro tanto ocurre con  la aseveración de “...los insistentes pedidos de la Defensoría General...” (fs. 2) que tampoco fueron acreditados en ningún lugar del documento de marras. 

Que los incisos 129 y 133 del artículo 61° de la Ley de Contabilidad (Decreto-Ley 23.354/56)  estatuyen –en especial el último indicado- que “En todos los casos en que se sustancie la locación de un inmueble, deberá agregarse como elemento de juicio, un informe referente al valor locativo del mismo, proveniente del Tribunal de Tasaciones.”

Que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece en su artículo 55 que “el Banco de la Ciudad de Buenos Aires es banco oficial de la Ciudad, su agente financiero e instrumento de política crediticia, para lo cual tiene plena autonomía de gestión...”

Que en la locación del inmueble de la calle Hipólito Yrigoyen 951 se omitió la tasación del Banco de la Ciudad de Buenos Aires, situación que evidenciaría una irregularidad en su tramitación. 

Que con respecto al pago de comisiones inmobiliarias, la Procuración de la Ciudad de Buenos Aires ha sostenido que: “...los textos legales aplicables no contemplan la posibilidad de encargar a una firma privada destinada a la intermediación inmobiliaria, la búsqueda de un bien como el que se consigna –para el caso un inmueble destinado a depósito judicial-, no correspondiendo consiguientemente el pago de comisión alguna. Consecuentemente, respecto a la “comisión” consignada por la intermediaria en su oferta, es de puntualizar que resulta ajena a las modalidades propias de los contratos administrativos como el que se proyecta celebrar, circunstancia que se evidencia atento no encontrarse prevista la misma en la normativa que regula específicamente dichas contrataciones...” (conforme dictamen recaído en expediente N° 74.423/97, Nota N° 89-SG-99).

Que el dictamen del Dr. José F. García Mira obrante a fojas 25/26 del expediente 161/2003, recomendó la concreción de la locación no obstante que “...la urgencia señalada como la escasez de bienes similares...” carece de toda apoyatura documental. Tampoco se encuentran justificadas las supuestas ventajas económicas que resultan de la locación.

Que dicho dictamen aconsejando definir la operación -elemento indispensable para la concreción de la locación del inmueble de la calle Hipólito Yrigoyen 951- no cubre con las exigencias legales previstas por la Res. 29/99 (conforme el citado artículo 61° incs. 129 y 133 de la Ley de Contabilidad) al no observar que no se contaba con la  valuación oficial  refiriéndose tan solo a una supuesta valuación “anticipada telefónicamente” (fs. 25 último párrafo). 

Que la tasación de fojas 30 está fechada el 14 julio de 2000, siendo que la Resolución de Presidencia 29/2000 autorizando la contratación está fechada el 12 de julio del mismo año, es decir posterior a la autorización. 

Que en suma, se advierten irregularidades que, en el plano de una responsabilidad funcional, prima facie comprometerían la responsabilidad del entonces Director General de Ejecución Presupuestaria y de los demás funcionarios intervinientes.

Por ello, en ejercicio de las facultades conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley N° 31 y de conformidad con los artículos 31, y las disposiciones del Reglamento del Régimen Disciplinario de este Consejo (Res.CM N° 317/2003),

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Artículo 1° Disponer que el Departamento de Sumarios del Área Administrativa  de la Comisión de Disciplina y Acusación, proceda a instruir sumario administrativo con el objeto de esclarecer los hechos referidos en los considerandos de la presente y atribuir las responsabilidades administrativas que pudieren corresponder.

Artículo 2° Regístrese, comuníquese a la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura, cúmplase y oportunamente archívese.

RESOLUCION Nº         /2003

Diego J. May Zubiría


Bettina Paula Castorino

María Magdalena Iráizoz
           

Juan Sebastián De Stefano

María Celia Marsili



Abel M. Fleitas Ortiz de Rozas
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